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I. Introducción
El Código Civil argentino, se inscribe dentro del grupo de ordena-
mientos que han resguardado fuertemente la voluntad, constituyendo la regu-
lación acerca de los llamados "vicios de la voluntad" una muestra significati-
va de ello (1).
Sin embargo, en las últimas décadas la necesidad de conjugar junto
con la voluntad del declarante la protección de la confianza del destinatario
de la manifestación, como asimismo la aparación de modernas técnicas de
concertación de negocios (contratos por adhesión, predispuestos, etc.) (2), han
obligado a nuestra doctrina a indagar tanto sobre de la conveniencia de man-
tener el régimen tradicional sobre los vicios de la voluntad, cuanto a discurrir
sobre la posibilidad de incorporar nuevos mecanismos que tiendan a resguar-
dar la voluntad de quienes acceden a la contratación en situación de desven-
taja negocia!.
En ese marco creemos que debe analizarse la normativa sobre "vicios
de la voluntad" proyectada por la Comisión designada por el decreto N° 685/
95, contrastándola con las soluciones del Derecho Comparado, especialmen-
te con aquellas que le han servido de fuentes (vg., Código Italiano de 1.942,
Código Holandés, Principios para los contratos comerciales internacionales
de UNIDROIT, etc.), y con los antecedentes de los Proyectos de Reformas
anteriores, en particular con la propuesta de la Comisión creada por el Poder
Ejecutivo Nacional en 1.992, dada la proximidad de soluciones existentes en
esta materia.
*) Profesor de Derecho Civil III (Contratos) en la Facultad de Derecho de la Universidad
Nacional de Rosario, y en la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales del Rosario de la
Pontificia Universidad Católica Argentina. .
11. La cuestión metodológica
El Código Civil, siguiendo la orientación del Esb090 de Freitas, legisla
sobre los vicios de la voluntad con motivo de los hechos jurídicos, alcanzando
de tal modo a cualquier supuesto de "acto voluntario". Más adelante, al tratar
sobre los "actos jurídicos", se ocupa de la lesión, de la simulación y del fraude.
Si bien las normas proyectadas alteran la metodología seguida por el
Codificador, al abordar en un sólo Título tanto a los "vicios de la voluntad"
como a los "vicios propios de los actos jurídicos", pensamos que de modo
alguno se modifica el régimen del Código vigente en lo atinente al ámbito de
aplicación de los mismos, por cuanto el único propósito del reformador ha sido
reordenar las normas del Código de Vélez, abordando de modo autónomo -
aunque en un mismo Título-, a los "vicios de los actos voluntarios" y a los
"vicios de los negocios jurídicos".
En cuanto al contenido general de la regulación cabe precisar que el
Proyecto mantiene una de las notas distintivas del régimen vigente, a saber, su
"tipicidad ll (3). El Proyecto no sólo indica con precisión cuáles supuestos asu-
men el carácter de vicios de la voluntad, sino que además, no admite otras
figuras que puedan adicionarse a las clásicas reconocidas, manteniendo de tal
modo la distinción tripartita de "error", "dolo" y "violencia".
De esta manera, el Proyecto no hace más que seguir la tendencia del
derecho comparado, en donde los únicos vicios admitidos siguen siendo los
aludidos precedentemente. Quizás la expresión más acabada de la tendencia
que reseñamos se manifiesta en el Capítulo 3 de "Los principios para los con-
tratos comerciales internacionales de UNIDRÜIT" (4), en donde se preserva la
clasificación ya indicada.
Sin embargo, algunas figuras nuevas, tales como la "sorpresa" y el "abuso
de posición dominante", que algún sector de la doctrina comparada viene re-
clamando como supuestos de "nuevos vicios" (5), encuentran reconocimiento
en el Proyecto de 'Códig'o Civil, no ya como hipótesis de vicios de la voluntad,
sino como supuestos vinculados con los estandáres jurídicos.
Al respecto, cabe señalar que a la "sorpresa" se la menciona en el pro-
yectado arto 327 como uno de los estados subjetivos del lesionante. Textual-
mente se sostiene que "la explotación se presume cuando el demandante prue-
be algunos de estos extremos o que fue sorprendido por la otra parte ... ". Pen-
samos que admitir a la "sorpresa" como una de las conductas que pueden per-
mitir la descalificación del acto jurídico por lesión objetiva-subjetiva, consti-
tuye un paso adelante, que no hace más que consolidar una fuerte tendencia
observada en los últimos años en el derecho argentino, especialmente en el
ámbito de los contratos de consumo, en donde las cláusulas (art. 8, Ley 24.240)
y las prácticas (arts. 32, 33 y 34, Ley 24.240) "sorpresivas" resultan expresa-
mente combatidas (6).
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En cuanto al "abuso de posición dominante", proyectado en el arto 397,
cabe consignar que se lo presenta como un estándar diferenciado de la buena
Je y del abuso del derecho, al que sin embargo se le aplican los efectos de
dichas figuras. En cuanto al contenido de esta particular conducta abusiva (7), el
Proyecto ha preferido abstenerse de brindar una caracterización, dejándola
diferida a la labor de la doctrina y jurisprudencia, quienes deberán tener en
consideración que en el supuesto planteado existe un ejercicio antifuncional
verificado en el marco de una determinada situación jurídica (8). Se pretende
generalizar así, un instituto que en la actualidad juega en el estricto marco
suministrado por la Ley 22.262.
1I1. Algunas novedades introduddas por el Proyecto de Código Civil
En la fundamentación del Proyecto que analizamos se señala que "en
materia de vicios la regulación sigue los lineamientos ordinarios y conocidos".
Creemos que con dicha expresión se ha querido señalar que si bien el texto
proyectado trae algunas propuestas novedosas en relación con el régimen vi-
gente, las mismas mantienen las líneas generales trazadas por el Código de
Vélez.
La conclusión a la que arribamos se observa de manera evidente con
relación al "error", tanto de "hecho" cuanto de "derecho". Al primero de los
nombrados, el Proyecto le preserva los caracteres de "esencialidad" y "excusa-
bilidad". Se confirma por tanto la opinión de un sector importante de nuestra
doctrina que entiende que debe conservarse el sistema de excusabilidad del
error por cuanto es el que mejor concilia los intereses del declarante con los
del destinario de la manifestación, ya que al primero se le acuerda el derecho a
la impugnación del acto, en tanto que al segundo se le confiere la facultad de
obtener una indemnización por el daño sufrido (9).
Es de destacar sin embargo que la aludida política legislativa contradi-
ce la tendencia que se observa en el Derecho Comparado, la cual transita por
otros horizontes, al sustituírse el principio de "excusabilidad" del error, por un
régimen basado en la regla de la "reconocibilidad", que considera que la con-
traparte debe haber conocido o haber podido conocer el elemento esencial
sobre el cual recayó el error del declarante. En tal sentido son muestra acabada
de lo que señalamos, el Código Italiano de 1942 (10) Ylos "Principios para los
contratos comerciales internacionales de UNIDRüIT" (lI).
La elección de un sistema u otro resulta por demás relevante en orden al
dilema entre la protección de la voluntad del declarante y la tutela de la "con-
fianza" del destinatario. El Proyecto que comentamos ha preferido mantener la
primacía de la'voluntad del manifestante que incurrió en error excusable, aun-
que es de destacar que con una perspectiva superadora de la concepción indi-
vidualista con la que tradicionalmente fue abordada esta institución. Decimos
.
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ello, por cuanto el Proyecto ha propuesto una norma audaz que sostiene que
"la parte que incurre en error susceptible de anular el acto, queda sujeta a sus
consecuencias conforme al alcance asignado por ella, si la otra parte consiente
en ejecutarlo de ese modo (art. 318)" (12).
Si bien es cierto que la solución indicada tutela la voluntad de quien
incurre en error, ya que el negocio se habrá de cumplir en los términos que él le
asignara, no puede desconocerse que la misma procura también resguardar la
"confianza" de la contraparte, aunque más no sea en la expectativa de concluir
un contrato válido y eficaz. Se busca de tal manera la conciliación de los inte-
reses en juego, difiriendo a la voluntad del último de los nombrados la suerte
del negocio.
En cuanto al "error de derecho", el Proyecto suprime las normas del
Código de Vélez que reglaban el instituto, a saber los arts. 20, 784, 858, 923 y
3.428, abordando la cuestión en el arto 7, titulado "Vigencia de la ley. Ignoran-
cia o error de derecho". Mas allá de la impugnación que pudiera formularse al
texto por la asimilación de..dos cuestiones diversas, como son la obligatoriedad
de la ley y el error de derecho, lo cierto es que la norma proyectada busca
disipar las dudas que suscita el vigente arto 923, cuya redacción genera diver-
sas interpretaciones, algunas claramente contrarias a la admisión de la figura y
otras más bien permisivas (13).
Creemos que las disposiciones proyectadas no dejan espacio al debate,
impidiendo la posibilidad de invocar el error de derecho como vicio de la vo-
luntad, salvo que la ley autorice la excusa o bien que no se haya cumplido con
el aviso o comunicación previsto por el legislador. Llama la atención que el
Proyecto adopte una postura tan rígida, cuando la tendencia de las legislacio-
nes contemporáneas marcha en dirección contraria (14).
Respecto al "dolo", el Proyecto afirma que el mismo se verifica "cuan-
do una parte induce a error a la otra parte para que ésta lo otorgue" (art. 320).
Si bien la fórmula difiere de los arts: 931 y 933 vigentes, en sustancia, el con-
tenido de la figura es similar al actual, ya que el texto que analizamos caracte-
riza a la conducta dolosa, por el hecho de inducir un contratante al otro en error
. Una de las diversas acepciones que se asigna al vocablo "inducir" consiste en
"influir" (15), y creemos que esa influencia puede concretarse tanto por vía de
acción cuanto por vía de omisión.
Sobre el particular, es importante recordar que la reticencia o dolo ne-
gativo comprende no sólo el supuesto en el cual una parte se aprovecha del
error en el que incurre la otra, no develándole su falso conocimiento de la
verdad, sino también el caso en el cual calla o no advierte debidamente a su
contraparte de aquello que resulta rell~vante, contrariando en ambos casos el
"deber de información" que exige el principio de la buena fe. Justamente es en
este último supuesto en donde encontramos que el Proyecto propone algunas
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soluciones que avanzan sobre el derecho vigente.
Nuestra afirmación se sustenta en la circunstancia que, no sólo se ha
procurado reforzar el principio de la "buena fe" en el ámbito de los actos jurí-
dicos, a través del proyectado arto 395, sino que también mediante el arto 927
se ha concedido carácter legal en materia contractual al "deber de informa-
ción", proponiéndose que "el oferente está obligado, conforme a la regla de la
buena fe y según las circunstancias, a poner al alcance del destinatario de la
oferta información adecuada sobre hechos relativos al contrato que pueden
tener aptitud para influir sobre su decisión de aceptar".
Este propósito del reformador de extender el "deber de información"
tanto a los actos jurídicos en general, cuanto a los contratos en particular, sean
estos "predispuestos" o "discrecionales" (16), constituye un aspecto digno .de
elogiar, que juzgamos habrá de repercutir sobre la figura de la "reticencia do-
losa", ya que el "dolo omisivo" puede resultar de la inejecución intencional del
aludido deber (17).
Si bien debe reconocerse que el "deber de información" ha de armoni-
zárselo con la "obligación de informarse" (18) -especialmente en el ámbito de
los contratos discrecionales-, por cuanto no resulta legítimo que un contratante
adopte una actitud manifiestamente inactiva a espera de recibir toda la infor-
mación de la contraparte, también lo es que las "condiciones bajo las cuales se
concierta el negocio" (esquema predisposición-adhesión), la "imposibilidad
para informarse" y la "confianza" que se evidencia en un número importante
de relaciones, pueden jugar como factores que permitan inferir en cada caso
concreto si se ha omitido cumplir con el "deber de información", y si ello ha
obedecido a un accionar deliberado del obligado.
En otro orden de cosas es importante destacar que el Proyecto resuelve
el debate que se había verificado en nuestra doctrina con relación al llamado
"dolo incidental", dado que conforme la norma 'del Código vigente (art. 934),
en principio sólo se configura si el mismo no hubiera sido "causa eficiente del
acto". Nada se dice en torno a los requisitos de gravedad de la conducta y
relevancia del daño causado, existiendo sobre el particular opiniones encon-
tradas (19).
El proyectado arto 322 establece textualmente que "el dolo que no reúne
los caracteres de los incisos a) a c) del artículo precedente, no afecta la validez
del acto, pero el autor debe satisfacer los daños que haya causado". Los men-
cionados incisos refieren ahora a todas las exigencias ya expresadas, de donde
los únicos requisitos para la procedencia de la acción emanada del "dolo inci-
dental", son: que se haya verificado una conducta ardidosa -aunque la misma
no fuere grave ni determinante del consentimiento-, que haya provocado un
daño -aunque no fuere importante- y que no haya mediado culpa de ambas
partes.
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De esta forma entendemos que se adopta la posición de quienes vienen
postulando el "ensanchamiento" del campo de actuación del dolo incidental,
abriendo el camino al resarcimiento a todos los daños ocasionados como con-
secuencia del obrar desleal de una de las partes en el período de formación del
contrato. Creemos que la cuestión adquiere especial interés, dado que por di-
cha vía se acuerda acción resarcitoria a quien sin haber exteriorizado una "vo-
luntad viciada", ha sido víctima de un hecho ilícito, diferénciándose de tal
modo las normas que tienden ajuzgar la validez del acto, de aquellas otras que
refieren a las responsabilidades que puedan devenir de la conducta de aquél
que ha obrado de mala fe al tiempo de la contratación (20),
Para finalizar no podemos dejar de referir a las normas proyectadas en
relación al vicio de "violencia", las que adelantamos no presentan mayores
peculiariades, dado que en general, siguen los lineamientos del Código de Vélez.
Así se mantiene la distinción entre "hechos producidos por la fuerza y la inti-
midación"; se preservan las reglas en cuanto a que el temor reverencial y el
ejercicio regular de un derecho no configuran supuestos de violencia (art. 325),
y se ratifica que la misma puede provenir de la conducta de un tercero ajeno al
acto (art. 326).
Resulta sin embargo novedosa la fórmula del proyectado arto 324, ya
que en su afán de ampliar la figura de la "intimidación", precisa que la amena-
za de sufrir un mal grave e inminente puede recaer no sólo sobre la persona
que la padece o sobre sus propios bienes, sino también sobre "la persona o
bienes de un tercero", superando de tal manera las restricciones del arto 937
vigente.
Por otra parte, si bien es evidente que en esta materia el reformador no
ha querido expandir la figura de la violencia a fenómenos contiguos, tales como
el "miedo ambiental" (21) y la "situación de necesidad" (22), debe reconocerse
que la recepción del "abuso de posición dominante" (23) y la ampliación del
instituto de la. "lesión", contribuyen a paliar los efectos del rechazo.
IV. Conclusiones
Tal como recordábamos en la introducción de este trabajo, los "vicios
de la voluntad" se encuentran en un proceso de "aggiomamiento", del cual
nuestra doctrina no ha sido ajena.
Creemos que el Proyecto, si bien mantiene los lineamientos generales
del Código vigente -vg. los recaudos de procedencia del error-, introduce algu-
nas variantes que mitigan los excesos de una concepción fuertemente volunta-
rista, a través de figuras que resguardan la "confianza" de~ destinatario de la
manifestación, refuerzan la exigencia de- un "correcto proceder en la etapa pre-
contractual" y "ensanchan" en este ámbito el campo de actuación de los "daños
resarcibles" .
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(1) La concepclOn voluntarista de nuestro codificador se observa con nitidez en la
regulación del "error", donde se ha seguido la orientación trazada por el Código
Napoleón.
(2) Al respecto resultan provechosos los comentarios de Isidoro Goldenberg, José W.
Tobías, y Miguel f.. De Lorenzo en "Reformas al Código Civil. Parte general",
Abeledo-Perrot, Bs. As., 1.996, págs. 147 y sgts.
(3) García Vicente, José Ramón, "Ley de contratos celebrados fuera de los estableci-
mientos mercantiles: el derecho de revocación ", Aranzadi,. Pamplona, 1.997, págs.
53 Y sgts.
(4) Ver "Contratto e impresa/ Europa", Cedam, Padova, Anno 1, N° 1, 1.996, págs.
407 Y sgts.
(5) Sacco, Rodolfo y De Nova, Giorgio, en "Trattato di Diritto Civile. Il Contrato",
obra dirigida por Rodolfo Sacco, Utet, Turín, 1.993, Tomo 1, págs. 482 Y sgts.
(6) La voluntad del reformador de concederle a la "sorpresa" relevancia jurídica, se
nutre asimismo de la solución que nuestro Codificador trae con motivo de la "im-
putación del pago" (art. 775), en donde permite su descalificación si el acreedor
hubiera obrado con "dolo, violencia o sorpresa". El proyectado art. 839 insiste en
incorporar a esta última figura como un supuesto de impugnación de la conducta
del acreedor, ajeno al campo de los "vicios de la voluntad", La norma propuesta
establece textualmente que "La imputación del pago puede ser modificada: ... b) si
el pago fue realizado con un vicio de la vol untad u obtenido por sorpresa", "Ante-
cedentes parlamentarios", La Ley, 1.999, N° 7, pág. 298. Sobre esta cuestión pue-
de verse el interesante aporte de Burgio, Damián, "La sorpresa jurídicamente rele-
vante en el ámbito del derecho privado", diario N° 9.876 del 11 de noviembre de
1.999.
(7) Bergel, Salvador Darío y Paolantonio, Martín Esteban, "Abuso de posición domi-
nante y abuso del derecho", en Revista de Derecho Privado y Comunitario, Rubin-
zal-Culzoni, Santa Fe, 1.998, págs. 9 Y sgts.
(8) Lorenzetti, Ricardo, "Situaciones jurídicas abusivas lesivas de libertades del con-
sumidor", ponencia presentada en la Comisión N° 3 "Protección del consumidor en
el ámbito contractual", "XV Jornadas Nacionales de Derecho Civil ", Mar del Pla-
ta, 1.995.
(9) Brebbia, Roberto H., "Hechos y actos jurídicos", Astrea, Bs. As., 1.979, Tomo 1,
pág. 372. Resultan asimismo significativos los comentarios del DI'. Brebbia a las
conclusiones de la Comisión N° 1 de las "1 Jornadas Nacionales de Derecho Civil",
en donde se abordara la problemática del sistema de excusabilidad del error, op.
cit., pág. 370 Y sgts.
(10) El art. 1.431 del aludido cuerpo legal dispone que "El error se considera recono-
cible cuando, en relación al contenido, a las circunstancias del contrato o a las
cualidades de los contratantes, una persona de normal diligencia había podido
ad vertirlo".
(11) El art. 3.5 del mencionado conjunto de reglas establece que "Cualquiera de las
partes podrá dar por anulado un contrato, basándose en error, únicamente si en el
momento de su celebración el error fue de tal magnitud que una persona razonable
y en la misma situación, no habría contratado o lo habría hecho en términos sus-
tancialmente diferentes en caso de haber conocido la realidad de las cosas, y ade-
más: a) la otra parte incurrió en el mismo error, o lo causó, o lo conoció o lo debió
haber conocido, y cuando dejar a la otra parte con el error hubiese sido contrario
a los criterios comerciales razonables de lealtad negocial". El texto completo pue-
de verse en "Contratto e impresa/ Europa", op. cit., pág. 413.
(12) La solución armoniza con el principio de conservación del negocio. Por otra
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parte, entendemos que la norma recoge las soluciones seguidas por el Código Ci-
vil Italiano (art. 1.432), el Código Holandés (art. 230.1), y los Principios de Uni-
droit (art. 3.13).
(13) Para un análisis exhaustivo de las distintas corrientes doctrinarias puede verse a
Brebbia, Roberto H., op. cit., págs. 309 y sgts.
(14) Entre los ordenamientos que admiten el error de derecho, cabe recordar al Código
Civil Italiano (art. 1.429, inc. 4), al Código Civil Mejicano (art. 1.813) y a los
Principios de Unidroit (art. 3.4). Es oportuno señalar asimismo que dado que tan-
to el Código Francés como el Código Alemán no formulan el distingo entre error
de hecho y de derecho, la doctrina y jurisprudencia prevaleciente en esos países,
ha admitido a este último como vicio de la voluntad, siempre que haya sido causa
determinante del acto.
(15) Al respecto puede verse al "Diccionario enciclopédico de Derecho Usual", Edito-
rial Heliasta S.R.L., Bs. As., 1.979, T. IJI (E-I), pág. 705. Una fórmula similar a la
propuesta puede encontrársela en el Código Civil Español (art. 1.269).
(16) Nuestro derecho positivo lo ha consagrado en la Ley de Defensa del Consumidor
(arts. 4,5,6,9, 10,25,28,34 y 37), y le ha dado rango constitucional mediante la
reforma introducida en el año 1.994 (art. 42).
(17) Resulta significativo destacar la influencia de los desarrollos del "deber de infor-
mación" sobre la figura del "dolo", en particular al permitir la determinación de la
ilicitud del "silencio".
(18) Recuerda Josep LLobet I Aguado en su obra sobre "El deber de información en la
formación de los contratos", que "todo contratante debe observar una determinada
diligencia tendente a que sus intereses no se vean perjudicados. En lo que respec-
ta a la obligación de información, esta diligencia se manifiesta en solicitar de la
otra parte las precisiones que estime necesarias sobre las obligaciones que va a
asumir antes de aceptarlas. Si omite esta carga de informarse, incurrirá en negli-
gencia, por lo que después no podrá alegar su propio desconocimiento de talo
cuál punto sobre el cuál tuvo la posibilidad de informarse", Marcial Pons, Ma-
drid, 1.996, pág. 110.
(19) Brebbia, Roberto H., op. cit., pág. 428 Ysgts., y Rivera, Julio César, "Institucio-
nes de Derecho Civil", Abeledo-Perrot, Bs. As., 1.993, págs. 812 y sgts.
(20) La cuestión incita a reflexionar sobre las diferentes vinculaciones existentes en-
tre la doctrina de los vicios de la voluntad y la de los hechos ilícitos. Sobre el
particular pueden verse los interesantes aportes de Savigny, en "Sistema de Dere-
chO' Romano Actual", traducción de Jacinto'Mesías y Manuel Poley, F. Góngora y
Compañía Editores, Madrid, 1.879, T. 11, págs. 221 y sgts. .
(21) El llamado temor ambiental deriva de "situaciones generales de violencia" que se
instalan en una sociedad determinada. El Proyecto ha seguido los lineamientos
trazados por la copiosa jurisprudencia sobre el tema, en todos los cuales se recha-
zó la posibilidad de alegar la nulidad del acto jurídico concertado, por no confi-
gurarse los extremos que para la violencia exige el Código Civil. En uno de los
últimos precedentes sobre la materia, dictado en autos "García Freire, Juan cl
Costera Criolla S.A. ", CNCom., Sala D, 15/05/84, L.L. 1.984-C-465, se sostuvo
que "Una violencia generalizada no es intimidación, porque en tanto toda la so-
ciedad estuviera atemorizada no podría uno de sus miembros predicar la nulidad
de sus particulares negocios a fin de hacer soportar los efectos de la calamidad
pública de sus prójimos".
(22) Es frecuente encontrarse en el Derecho Comparado con opiniones doctrinarias
que vinculan el vicio de violencia con el estado de necesidad. Así, en el Derecho
Francés, Henry, Jean y León Mazeaud, y Fran<;;ois Chabas, recuerdan que" ... no
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parece posible adherir a la tesis según la cual el estado de necesidad no podría
constituir el vicio de violencia. Esta tesis reposa inconcientemente sobre la idea
de los romanos, surgida de la creación de la acción penal metus causa: la violen-
cia es un delito; entonces, requiere de su autor un elemento intencional, de tal
suerte que si el temor no es debido a la acción de una persona, si no hay culpable,
el contrato no pue'de anularse. Pero aquí hay una confusión, originada por la pala-
bra violencia. La coacción es un vicio del consentimiento; luego, es indiferente
que ella sea provocada por una falta o por un acontecimiento anónimo. Sería so-
cialmente muy grave dar eficacia a un contrato concluido bajo el imperio de la
necesidad", en "Derecho Civil. Obligaciones", traducción de Luis O.Andoroo,
Zavalía, Ss. As,!. 997, págs. 260 y sgts.
(23) Isidoro H. Goldenberg, José W. Tobías y Miguel F. De Lorenzo reconocen, co-
mentando el Proyecto de Reformas de 1.992 (P.E.N.) que la incorporación "del
abuso de posición dominante permite que muchas hipótesis como la que se anali-
za (se refieren al miedo ambiental), pueden ser resueltas -de no darse los requisi-
tos propios de las amenazas- a través del régimen de este instituto", op.cit., pág.
190 Y sgts.
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